JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Diecisiete (17) de junio de dos mil catorce (2014).

REFERENCIA:

EXPEDIENTE No.  05001-33-33-016-2014-00723-00
EJECUTIVO 
EJECUTANTE: JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ Y WILLIAM MANUEL ALFONSO CASTAÑEDA  quienes conforman el CONSORCIO ANTIOQUIA 2010 
EJECUTADO: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”
ASUNTO: LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO. 
Los señores  JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ Y WILLIAM MANUEL ALFONSO CASTAÑEDA  quienes conforman el CONSORCIO ANTIOQUIA 2010 a través de apoderado judicial, presentaron demanda ejecutiva por obligación de pagar una suma de dinero provenientes de contrato de obra pública, en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”, pretendiendo que se libre mandamiento de pago, por la suma de cuarenta y cuatro millones novecientos cuarenta y un mil trescientos veintiún pesos con catorce centavos ($44.941.321.14), suma que se encuentra soportada en un título complejo integrado por el contrato de obra No. 203 de 2010, prorroga No. 1 al contrato de obra 203 de 2010, prorroga No. 2 al contrato de obra 203 de 2010, prorroga No. 3 al contrato de obra 203 de 2010, acta final del contrato de obra No. 203 de 2010, acta de liquidación de mutuo acuerdo del contrato de obra pública No. 203 de 2010 y solicitud de cuenta de cobro.

CONSIDERACIONES
1.
A partir de la vigencia de la Ley 80 de 1993, todas las controversias que se originen en los contratos estatales son dirimidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, incluyendo los procesos de ejecución y cumplimiento, como se infiere del contenido del inciso 1º del artículo 75 de la Ley, que establece:

“Del juez competente. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativa”. 

El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, mediante providencia del 29 de Noviembre de 1994, interpretando el alcance de la norma anterior, expresó:

“Estima la Corporación que de la norma transcrita claramente se infiere que la Ley 80 le adscribió a la jurisdicción de lo contencioso administrativo la competencia para conocer de las controversias contractuales derivadas de todos los contratos estatales y de los procesos de ejecución y cumplimiento, entendiéndose que se trata en este último caso, de procesos de ejecución respecto de obligaciones ya definidas por voluntad de las partes o por decisión judicial
.”

En la misma providencia, definió el Consejo de Estado que las obligaciones que se pueden ejecutar son las derivadas directa o indirectamente en los contratos estatales, y que constan en títulos ejecutivos, ya sean judiciales o extrajudiciales. 

Resulta claro entonces que, cuando el título ejecutivo que se aduzca esté constituido por un contrato estatal, la competencia para conocer del proceso de ejecución está asignada a la Jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Ahora bien, el artículo 32 de la Ley 80 de l993, definió los contratos estatales, como “... todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo se definen a continuación: ...". Y a título enunciativo, la norma citada relacionó los pactos jurídicos de obra, consultoría, prestación de servicios, concesión y fiducia pública, entre otros.
Como se observa, son normas especiales las que atribuyen la competencia a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo (bien Jueces Administrativos o Tribunal Administrativo), para conocer procesos de ejecución material contractual, ya que por regla general, la competencia para conocer de la acción compulsiva, radica en la jurisdicción ordinaria, la cual tiene la cláusula general de competencia. 

Así mismo, con la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, conocerá entre otros en materia de procesos ejecutivos, de todos aquellos documentos que tengan origen en un contrato de una  entidad pública, es decir, de los créditos que tengan origen en contratos, de conformidad con el articulo 104 numeral 6 de la Ley 1437 de 2011 que es el que determina la jurisdicción.

De acuerdo con lo anterior, el despacho es competente para conocer de la acción ejecutiva propuesta, como quiera que la obligación que se pretende ejecutar, proviene de un Contrato celebrado entre los señores  JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ Y WILLIAM MANUEL ALFONSO CASTAÑEDA  quienes conforman el CONSORCIO ANTIOQUIA 2010 y el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”.
2.
La demanda de ejecución reúne los requisitos previstos por los artículos 75 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. 

Se pretende el pago de una obligación clara, expresa y exigible, los títulos emanan de contrato del contrato de obra No. 203 de 2010, prorroga No. 1 al contrato de obra 203 de 2010, prorroga No. 2 al contrato de obra 203 de 2010, prorroga No. 3 al contrato de obra 203 de 2010, acta final del contrato de obra No. 203 de 2010, acta de liquidación de mutuo acuerdo del contrato de obra pública No. 203 de 2010 y solicitud de cuenta de cobro.

El contrato fue celebrado entre los señores  JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ Y WILLIAM MANUEL ALFONSO CASTAÑEDA  quienes conforman el CONSORCIO ANTIOQUIA 2010 y el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”, por lo que presta mérito ejecutivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil.
En consecuencia, es procedente el mandamiento de pago sujeto a las prescripciones contenidas en los artículos 491 y 497 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 1395 de 2010.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 

RESUELVE
1.
LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO, en favor los señores  JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ Y WILLIAM MANUEL ALFONSO CASTAÑEDA  quienes conforman el CONSORCIO ANTIOQUIA 2010 y en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”,   por los siguientes valores:
1.1 
CUARENTA Y CUATRO MILLONES NOVECIENTOS CUARENTA Y UN MIL TRESCIENTOS VEINTIÚN PESOS CON CATORCE CENTAVOS ($44.941.321.14), como capital derivado del valor adeudado por concepto del saldo correspondiente al acta de terminación del contrato y de recibo de obra final de fecha 27 de septiembre de 2012, respecto del contrato de obra No. 203 de 2010.

1.2.
Intereses moratorios desde el día 10 de diciembre de 2012, fecha en la que se hizo exigible la obligación de que trata la cláusula sexta del contrato de obra No. 203 de 2010.
1.3.
Por el valor indexado de los valores adeudado, desde el día 10 de diciembre de 2012, fecha en la que se hizo exigible la obligación de que trata la cláusula sexta del contrato de obra No. 203 de 2010 y hasta el día en que se pague el total de la misma, de conformidad con lo previsto en el artículo 187 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
2.
Notifíquese personalmente al Ministerio Público, en este caso, al señor Procurador 167 Judicial Delegado ante este Despacho, de conformidad con lo establecido en los artículos 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y 612 del Código General del Proceso.

3.
Notifíquese también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de conformidad con el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso y en los términos allí establecidos.  

4. 
Notifíquese personalmente al representante legal de la entidad demandada o a quien este haya delegado la facultad de recibir notificaciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y 612 del Código General del Proceso, que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

5.
Para la diligencia de notificación ordenada, la parte ejecutante deberá consignar en la cuenta de esta dependencia número 41331000209–1, del Banco Agrario, la suma de VEINTISÉIS MIL PESOS ($26.000). Para el efecto, se concede un término de diez (10) días.
6.
La parte actora deberá aportar original y dos (2) copias del recibo de consignación de los gastos de notificación y cuatro (4) copias del presente auto admisorio.

7.
Se le advertirá al ejecutado que dispone de un término de cinco (5) días para el pago del crédito o de diez (10) días para proponer excepciones, contados a partir del día siguiente al que se surta la notificación de esta providencia.
5.
Se reconoce personería para actuar en representación de los intereses de la parte ejecutante al abogado JULIO RICARDO ROJAS HERNANDEZ, en los términos del poder otorgado de folios 7 a 8.
NOTIFÍQUESE 
RODRIGO VERGARA CORTÉS
Juez
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, ___________________fijado a las 8 am.

MARIA FERNANDA ZAMBRANO AGUDELO
Secretaria




JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN


NOTIFICACIÓN PERSONAL 





En Medellín, a los ________________ de 2014, se notificó personalmente la providencia que antecede al Procurador 167 Judicial I Administrativo, Dr. HANS WAGNER JARAMILLO.








____________________________


EL NOTIFICADO








� Exp. Nro. S- 414. Actor: Rigoberto Arenas Olmos, Consejero Ponente. Dr. Guillermo Chaín Lizcano. 





